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PRESIDE: Señores Representantes Carmelo José Vidalín Aguirre, (Presidente) Pablo D. Abdala y 
Luis Puig, Presidentes (ad hoc). 


MIEMBROS: — Señores Representantes Marcelo Bistolfi, Daniel González y Raúl Olivera. 


INVITADOS: - Por la Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial: Inspector Mayor (PA) 
Encargado de la Dirección Nacional, Adán González, y doctora Paola Bonanno, asesora 
jurídica. 


Por los Funcionarios del Hospital: Fabricio Ríos, Presidente; Luis Marín, Vicepresidente; 
Ceril Sosa, Secretaria de Organización; doctora Ana Suárez, asesora legal; María José 
Diab y María Turias, por los trabajadores damnificados. 


Por la Federación Uruguaya de Empleados de Comercio y Servicios: Álvaro González y 
Adán Gómez. 


Por la Unión Nacional de Trabajadores de la Seguridad: Ángel Amestoy, Daniel Delgado y 
Juan Del Valle, Secretario Ejecutivo de FUECYS. 


SEÑOR PRESIDENTE (Vidalín).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a la Dirección Nacional de Asistencia y 
Seguridad Social Policial, representada por su Director Nacional, el señor Adau González, y por la asesora 
técnica, doctora Paola Bonanno Dutra, y al Sindicato de Funcionarios Policiales de Montevideo, representado 
por su Presidente, el señor Fabricio Ríos, por su Vicepresidente, el señor Luis Murín, por la Secretaria de la 
organización, la señora Cherhil Sosa, por la asesora legal, doctora Ana Suárez, y por las señoras María José 
Diab y María Turias. 


El hecho de que estén las dos delegaciones juntas expresa un espíritu conciliatorio o de apertura. 
Precisamente, lo que busca esta Comisión es tratar de realizar los aportes necesarios para que cuando hay 
roces, enfrentamientos, dificultades o malos entendidos, podamos ser algo así como mediadores o un camino 
para llegar a un acuerdo. 


Exprésense libremente; a posteriori seguramente los integrantes de esta Comisión formularán preguntas o 
realizarán aportes para avanzar en el tema. 


SEÑORA SUÁREZ.- Soy la abogada del sindicato. 


El tema que nos trae aquí es el problema que existe con una serie de 414 funcionarios que en el año 1991 
fueron contratados por el sistema CUP. El problema que se plantea es que si hoy muchos de ellos quieren 
retirarse o jubilarse, no lo pueden hacer, porque en esa época no se hacían los aportes al Banco de Previsión 
Social y tampoco están reconocidos los años. Entonces, muchos están viendo afectada su posibilidad de 
jubilación futura 


La idea que se planteaba era la posibilidad de que se legislara sobre el reconocimiento de esos años 
trabajados por estos funcionarios. Una forma de conciliación o una posible solución que planteábamos era 
que el tema de los aportes podía ser considerado como un posible pago por los mismos funcionarios, a través 
de la retención de los sueldos o de las jubilaciones futuras. Estamos esperando respuesta sobre este tema. 


Por supuesto, este tema viene desde hace años; hace tiempo que se están haciendo reclamos de este tipo, ya 
sea en forma individual por parte de cada uno de los funcionarios o en forma generalizada por parte de algún 
organismo, pero hasta la fecha no hemos tenido ningún tipo de respuesta. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Soy encargado de la Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social 
Policial. 


Sobre el tema que plantea la doctora Suárez, nosotros ya estamos trabajando desde hace unos años, 
precisamente, a raíz de reclamos que han presentado los funcionarios del Hospital Policial. Acá tenemos un 
expediente que se ha formado con unos cuarenta reclamos. 


A nivel del Ministerio del Interior se nos dio la orden de que teníamos que hacer un proyecto para tratar de 
reconocer esos servicios prestados en la modalidad de contratos unipersonales. Esa investigación estuvo a 
cargo de la doctora Bonanno, que es la asesora de la Dirección Nacional. Hemos indagado a nivel del 
Hospital Policial y en muchos casos no hay registros, no hay contratos, pero en eso hemos estado trabajando. 


Ya hay un proyecto elaborado por la doctora, que fue elevado oportunamente al Ministerio. Fue analizado por 
el Departamento Jurídico del Ministerio del Interior y por el Ministerio de Economía y Finanzas, y en ambos 
casos se hicieron observaciones. Volvió para atrás y en eso está trabajando nuevamente la doctora Bonanno 
para elevar un proyecto definitivo a la consideración del Ministerio del Interior en primera instancia. 


SEÑOR RÍOS.- Quiero plantear la ausencia de la parte de Sanidad Policial, que me parece que es 
importantísima en esta discusión. Eso hay que destacarlo porque en realidad lo que nosotros 
planteamos fue el descuento o el pago por parte de los funcionarios y salió de la Comisión de Seguridad 


Social que el Hospital o quien fuera se tenía que hacer cargo de la deuda, pero no los funcionarios de 
Sanidad Policial implicados. Entonces, me parece que hay que destacar la ausencia de esa parte del 
Hospital Policial porque, en realidad, nosotros tenemos que estar viendo de dónde se van a sacar esos 
rubros para pagar a esa gente, porque ya cambió la pisada. Nosotros ya no nos estamos enfocando en 
que se le descuente al funcionario, sino en ver de dónde van a salir las partidas para pagar los aportes 
de cada uno de los funcionarios. No sé si hay alguna manera de que cuando haya otra reunión si la hay 
esta gente se haga responsable y esté presente porque, si no, es una falta de respeto a los compañeros 
que vienen acá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Secretario de la Comisión acaba de salir porque nosotros teníamos 
la confirmación de la presencia de ellos y ante su ausencia, veremos si están afuera, si no han sabido 
llegar o si se trata de una ausencia deliberada. 


SEÑORA SUÁREZ.- Quería considerar el hecho de que, por lo que dice el señor González, ya hay un 
proyecto articulado para dar solución al tema. Entonces, creo que acá ya somos dos voluntades que 
estamos de acuerdo en que hay que reconocer esos años a los funcionarios. 


Por lo tanto, si ya hay voluntad de reconocimiento, creo que la etapa a seguir es ver qué hacemos con el tema 
de los aportes, porque medio paso ya está solucionado. Entonces, creo que eso ya es importante. Dados todos 
estos años que hemos estado reclamando, por lo menos es interesante que dos voluntades reconozcan la 
situación. Simplemente quedaría resolver la otra parte, que sería el tema de los aportes. 


SEÑORA BONANNO.- Brevemente voy a hacer un resumen de cómo fue que empezó todo esto. 


En el año 2007, la funcionaria María Turias solicita se le reconozcan los años trabajados en la Dirección 
Nacional de Sanidad Policial, bajo el régimen de CUP. Tanto el Departamento Jurídico de Sanidad Policial 
como del Ministerio, coincidieron en que, en virtud de no haber realizado los aportes de contribuciones a la 
seguridad social según informa el Departamento Contable de Sanidad Policial, no era posible acceder a lo 
solicitado, sugiriendo sean tenidas en cuenta las opiniones de la Dirección Nacional de Asistencia y 
Seguridad Social Policial. Evacuada la vista, viene informe de la Caja Policial. 


En su momento, la Asesoría, en el año 2009 pretendiendo que el mismo tuviera el alcance del resto de las 
peticiones ya en curso, y luego de una pesquisa jurídica informa que si bien la situación de los funcionarios 
que prestaban servicios en Sanidad Policial se regularizó a partir de la Ley N* 17.296, pasando a ser 
contratados policiales, realizando los aportes legales por concepto de montepío, el Decreto N* 355 del año 
2002 dispone la retroactividad al 1* de enero del año 2002, por lo que a juicio de la dictaminante existe un 
vacío legal respecto al pedido anterior al 1* de enero de 2002. Asimismo, la Caja Policial no puede ejercer 
como agente de retención sin una norma que expresamente la habilite, debiendo la administración afiliarse al 
principio de exclusividad legal, en el sentido de que solamente la ley podrá sanear y dar respuesta 
dependiendo de una directiva política que ordene legislar al respecto. Compartiendo lo expuesto, se 
pronunciaron el Departamento Jurídico de la Secretaría de Estado, así como la Fiscalía de Gobierno de ler. 
Turno. Así arribamos a la fecha de hoy en que la Caja Policial desde la Asesoría Jurídica del Proyecto 
DNASSP-BPS elabora un proyecto de ley con los elementos que deberían tenerse presentes para dar una 
solución definitiva. 


Esto va en el sentido de lo que expresaba el señor Ríos. Este no es un tema de devolver dinero, sino de 
reconocer servicios. El Estado va a tener que hacerse cargo del aporte que no se vertió. Esa es la solución y 
hay un proyecto elaborado al respecto. 


SEÑOR PUIG.- En primer lugar, quiero informar que hace unos veinte días atrás mantuvimos una 
reunión con la Dirección del Hospital Policial, en la que participaron integrantes de la Dirección, la 
Asesoría Jurídica y demás, a partir del planteamiento que realizaron los funcionarios en esta 
Comisión. En esa reunión la Dirección del Hospital Policial manifestó que estaba en conocimiento de la 
situación, que los funcionarios y el sindicato habían realizado planteamientos, que la Caja Policial 
estaba al tanto de la situación inclusive, mantuvieron contactos telefónicos durante la reunión y de 
alguna manera planteaban que entendían que podía haber un camino de solución que partía de la base 
de resolver el vacío legal existente. Al mismo tiempo, compartían el planteamiento de los funcionarios 


en el sentido de hacerse cargo de los aportes que no se habían vertido a la seguridad social en el 
período 1991-2002. Nosotros manifestamos que el régimen en que estaban los funcionarios en ese 
momento no era optativo; era una responsabilidad, una discrecionalidad de la Dirección del Hospital 
plantear ese régimen de trabajo. Por tanto, consideramos que no son los funcionarios quienes deben 
realizar los aportes correspondientes a ese período sino el Hospital Policial y, por lo tanto, el Ministerio 
del Interior, el Estado. 


Corresponde establecer que el mecanismo de contratación y la forma de pago fueron irregulares. El 
mecanismo de contratación no cumplió con los requisitos necesarios; había recibos de sueldo que planteaban 
gastos confidenciales, pago a través de cheques y demás, lo que configura una decisión de la Dirección del 
Hospital que perjudicó a los funcionarios. 


Está claro que la seguridad social es materia privativa del Poder Ejecutivo; es el Poder Ejecutivo el que debe 
enviar un proyecto de ley que reconozca los derechos de los funcionarios y establezca quién se va a hacer 
cargo de los aportes que no se vertieron, que creemos que corresponde al Hospital y, en consecuencia, al 
Estado. ¿Qué puede hacer el Parlamento? En la medida en que haya acuerdo entre las partes, entre los 
diferentes sectores y legisladores, puede plantear una minuta de aspiración al Poder Ejecutivo para que remita 
un proyecto de ley donde se consagren los derechos jubilatorios de los funcionarios y, a su vez, se establezca 
con claridad que el Estado se va a hacer cargo de los aportes que no se realizaron. Es lo que corresponde; lo 
que dice la Caja Policial evidentemente es así: no recibieron aportes, no hubo descuentos. Pero lo que no se 
puede hacer es perjudicar la posibilidad jubilatoria de esos funcionarios. Por lo tanto, en la medida en que 
haya acuerdo en la Comisión, creemos que el camino sería plantear una minuta de aspiración y mantener 
reuniones con el Poder Ejecutivo. Evidentemente, el Ministerio de Economía y Finanzas va a tener injerencia 
porque esto va a significar una erogación para el Estado, pero nos parece que ese es el camino idóneo. 


Reitero que, dado que el Poder Ejecutivo tiene la iniciativa en materia de seguridad social, lo que podemos 
hacer es enviar una minuta de aspiración y plantear a ese Poder lo que nosotros consideramos. Sinceramente, 
no comparto que los funcionarios se hagan cargo de los aportes porque el régimen en que estaban no era 
optativo, fue una decisión del Hospital. 


Realizamos consultas con asesores en materia de seguridad social, quienes nos plantearon la alternativa de 
que el Poder Ejecutivo remita un proyecto de ley que establezca con absoluta claridad los derechos 
jubilatorios de los funcionarios en todo el período 1991-2002. 


Hace pocos meses el Senado sancionó y hace más de un año lo aprobó la Cámara de Diputados la derogación 
del artículo 178 de la Ley_N* 16.713 en materia de seguridad social; se establece que en caso de que empresas 
unipersonales lo cual ocurrió en muchos casos en nuestro país enmascaren situaciones de dependencia 
directa, la empresa tiene que pagar a partir del mes siguiente los aportes. Al haber sido derogado corresponde 
no solo en este caso sino en todos en los cuales operaron relaciones laborales encubiertas a través de 
empresas unipersonales que la empresa contratante se haga cargo de los aportes; en este caso, tratándose de 
una institución dependiente del Ministerio del Interior, corresponde que el Estado se haga cargo de los 
aportes jubilatorios y se resuelva el problema jubilatorio de estos funcionarios. 


SEÑORA TURIAS.- Yo di el puntapié inicial dirigiéndome en el año 2005 a la Caja Policial porque soy 
técnica de rayos, licenciada en imagenología; por lo tanto, mi trabajo es insalubre y si no logramos algo 
de todo esto, tengo cinco años perdidos. Si me los reconocen o me autorizan a pagar los aportes 
correspondientes como fue mi sugerencia, con diez años más me retiro con todos los derechos 
jubilatorios. Eso fue lo que me motivó a sugerir hacerme cargo de los aportes. Desde que empecé a 
trabajar no tuve opción porque tampoco me solicitaron que fuera una empresa unipersonal. Además, 
yo volví al país no hace mucho tiempo y me tuve que hacer cargo de mi madre, de ochenta y ocho años, 
con todos los gastos habidos y por haber. Sé que no viene al caso, pero fue el motivo por el que me vi 
obligada a seguir trabajando en estas condiciones. No me quejo del Hospital Policial porque trabajo 
cómoda, pero el pequeño detalle son los aportes jubilatorios. 


SEÑORA BONANNO.- La profesión de la señora tiene la particularidad de que los años están 
bonificados; son dos por uno. Es decir que, dependiendo de esta instancia, puede quedar en un régimen 
o en otro. 


SEÑORA TURIAS.- Yo ya pasé por la Caja Policial; tengo los 75 puntos, la edad y catorce años 
trabajados; por lo tanto, con esos cinco que me faltan y uno más me jubilaría con todos los derechos. 


SEÑORA BONANNO.- Cuando la Caja Policial diligenció las actuaciones para que la ley reconociera 
a partir del año 1991 los años trabajados se pidió que se acreditara el inicio de la relación laboral a los 
efectos de tener elementos para valorar. En ese momento eran casi una docena de funcionarios y hoy 
son casi cien, y del Departamento de Personal de Sanidad Policial solo devolvieron seis copias que 
podían probar el inicio de la relación laboral. Nos preocupa cómo el Hospital va a reconocer, va a 
acreditar desde determinada fecha el inicio de la relación laboral de cuatrocientos funcionarios cuando 
de una docena solo tuvieron que probar seis. 


SEÑORA SUÁREZ.- Con respecto a la prueba, tenemos conocimiento de que muchos de los 
funcionarios tienen los recibos o el planillado donde decía que a partir de determinado día había 
empezado a trabajar. Así se establecía la fecha de inicio de las actividades. Pienso que de los 414 
funcionarios podremos conseguir la mayoría de los documentos. 


Por otra parte, con respecto a lo que dijo el señor Diputado Puig, entendemos que la solución tiene que venir 
del Poder Ejecutivo, pero nos preocupan los tiempos; hay mucha gente que cuenta con poco tiempo y en ese 
corto plazo la vida de algunas personas se puede solucionar o complicar. Por eso nuestra idea era que esto 
ingresara a través de la Rendición de Cuentas como forma rápida de solucionar el tema. No nos oponemos y 
consideramos sí que corresponde al Poder Ejecutivo, pero a veces los tiempos son complicados. 


SEÑOR PUIG.- Entendemos la premura y no planteamos postergar decisiones; lo que hay que hacer es 
plantear que en el menor plazo posible el Poder Ejecutivo remita un proyecto de ley. De lo contrario, 
no hay solución, porque para que se reconozcan los años trabajados tiene que haber una norma y en 
este momento todos los actores involucrados se plantean que hay un vacío a ese nivel. El Parlamento no 
es el que puede redactar el proyecto, tiene que enviarlo el Poder Ejecutivo, porque la seguridad social 
es materia privativa del Poder Ejecutivo. Entonces, estamos planteando una minuta de aspiración y un 
planteamiento al Poder Ejecutivo para que remita la iniciativa en el menor plazo posible, porque no 
hay otro mecanismo. Si esta Comisión resolviera elaborar un proyecto de ley y presentarlo esta tarde 
en la Cámara, no tendría valor, porque reitero, es privativo del Poder Ejecutivo hacerlo. Por eso 
realizamos en lo personal algunas consultas con jerarcas de la seguridad social para que nos 
informaran del tema en general y nos plantearon que esta era la alternativa. Supongo que la Comisión 
se va a poner a trabajar al respecto, pero planteando esta situación desde el principio. Hemos mandado 
varias minutas de aspiración sobre diferentes temas; algunas salen de forma inmediata y otras se 
demoran, porque el Poder Ejecutivo evalúa la situación. Creo que esta situación es muy clara: 
organismos del Estado o dependientes del Estado no cumplieron con la normativa vigente en su 
momento. Reitero, y quiero que se entienda: no es que la Comisión considere que no hay premura o 
quiera demorarlo, es que hay un trámite privativo del Poder Ejecutivo, es la única forma para que esto 
tenga validez jurídica. 


SEÑOR OLIVERA.- Creo que no hay mucho para agregar. En esta instancia, que nosotros hagamos 
una minuta de aspiración no contribuye en mucho, ya que hay voluntad expresa de las partes y del 
Poder Ejecutivo para resolver el tema. Se apela a la minuta de aspiración cuando se quiere expresar de 
forma específica la voluntad política de que se aborde tal o cual tema, lo que tampoco obliga al Poder 
Ejecutivo a resolver en consecuencia. Se trata simplemente de una expresión de interés político del 
Parlamento en que se aborde tal o cual tema. Reitero que en este caso, como hay voluntad expresa de 
las partes de resolver el tema, no contribuye en mucho que nosotros hagamos una minuta de 
aspiración, pero como dirigentes políticos podemos colaborar en acelerar el procedimiento. Como no 
fue incluido en el proyecto de presupuesto hasta dentro de cinco años no podríamos incorporarlo y por 
este año tampoco estaría resuelto. De todas maneras, aunque se incluyera, necesita un marco jurídico 
porque se trata de situaciones diferentes, ya que algunas personas constituyen empresas 
unipersonales... 


SEÑORA TURIAS.- Sí, algunos no somos empresas unipersonales. 


SEÑOR OLIVERA.- La ley no se va a hacer solo para los reclamantes; si se hace una ley es de corte 
universal y general. Si tenemos situaciones distintas, no podemos hacer una ley para cada uno. Si se 
hace una ley que pretenda resolver el tema, no puede ser que por algunos aspectos jurídicos o técnicos 
queden fuera determinados grupos de personas. Se está trabajando en el tema y los tiempos son los que 
lleva una ley, más allá de que se necesita resolverlo rápidamente. Está el compromiso del Parlamento 
en hacerlo lo más rápido posible. Considerando que es una iniciativa del Poder Ejecutivo, la aspiración 
ya fue trasladada y recogida por las partes y se está trabajando al respecto. En cuanto ingrese, lo 
procesaremos lo más rápido posible. 


SEÑOR RÍOS.- Contestando al Diputado Olivera, los CUP son los 414; no hay más. Son todos 
contratados policiales. Lo que hay ahora en el Hospital Policial es la modalidad de arrendamientos de 
servicio, pero son empresas y hacen los aportes correspondientes. También están siendo contratados y 
no tienen nada que ver con lo que eran los CUP. Los CUP eran grupos que estuvieron contratados 
entre 1991 y 2002 y que estuvieron todos esos años sin aportes. No existen más y no van a existir más, 
porque la modalidad cambió. El grupo es ese, y si saliera una ley estarían todos comprendidos, porque 
ahora el sistema es distinto. Ahora son unipersonales que facturan y pagan los aportes 
correspondientes. El CUP era una persona que se designaba, no pagaba los aportes, se le pagaba por 
gastos confidenciales y ahí quedaba. Es como si fuera un grupo aislado dentro de lo que fue el pasado 
del Hospital Policial. Reitero que si se hiciera una ley quedarían todos comprendidos en ella, porque no 
creo que en este momento el Hospital Policial vaya a tomar la decisión de contratar gente con las 
condiciones que tenían los CUP; no puede hacerlo. 


SEÑORA SUÁREZ.- Si la idea es que salga una ley para solucionar el sistema de los CUP, tendrá que 
ser solo para los CUP; no podemos agregar a las unipersonales porque se trata de un sistema aparte. Si 
bien la contratación de las empresas unipersonales genera algunos problemas u observaciones, no se 
asemeja al sistema de CUP. No puedo poner a los CUP y a las empresas unipersonales en una misma 
ley porque son sistemas diferentes. Las empresas unipersonales están aportando aporta el trabajador o 
el empresario y también se aporta el IVA que en cierta forma retiene el Hospital Policial. Las empresas 
unipersonales tendrán otro tipo de inconvenientes o circunstancias, pero no se asemejan a los CUP, que 
es un tema específico y concreto. Se trata de 414 funcionarios en un sistema determinado a quienes se 
les tendría que solucionar el tema de los aportes, ya que a pesar de que el Poder Ejecutivo es quien 
debe disponer la solución, las partes están de acuerdo en que se les deben reconocer esos años. 


SEÑOR PUIG.- Se trata de dos situaciones y una de ellas ya tiene cobertura legal. El Hospital y el 
Estado tienen que aportar por los años de servicio de cualquier trabajador que haya inscripto una 
empresa unipersonal para trabajar en una relación directa con el Hospital, si se comprueba que se 
trata de una relación laboral encubierta. Hay una disposición legal al respecto porque se derogó el 
artículo 178 de la Ley _N” 16.713. Ese es un aspecto; ahí tenemos cobertura legal. Lo que hay que 
plantearse es la situación de los llamados CUP del Hospital Policial que durante años no realizaron 
aportes, pero en la otra situación, cualquier trabajador, a quien se le haya planteado inscribir una 
empresa unipersonal para cumplir un trabajo dependiente del Hospital Policial, va a tener todos los 
derechos, porque el Hospital y el Estado tienen que aportar, ya que la normativa que enmascaraba 
relaciones laborales encubiertas fue derogada. Por tanto, en este caso, corresponde crear una ley que 
reconozca el caso de estos 414 trabajadores que en el sistema de los llamados CUP no tuvieron la 
posibilidad de que se registraran sus aportes y por tanto se ven impedidos de avanzar en el proceso 
jubilatorio. Tenemos que plantear que el Poder Ejecutivo remita una norma al respecto. 


SEÑORA SOSA.- Lo que quiero enfatizar es la parte humana. Acá hablamos de números y de letras, 
pero no hablamos de las personas. La mayoría de estos compañeros van a trabajar enfermos porque de 
lo contrario pierden el presentismo que para muchos representa $ 2.000 y $ 3.000, la compensación 
porque también se la descuentan, de la licencia el ADP; en fin: si sumamos, estos compañeros pierden, 
al no ir a trabajar, entre $ 5.000 y $ 6.000. Muchos están certificados en sus casas esperando que les 
salga una solución. Quería enfatizar esa parte; por eso nuestra premura; no podemos esperar dos años 
como dijo el Diputado, porque para nosotros dos años es mucho tiempo. 


SEÑOR OLIVERA.- Yo no dije eso. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Quería dar un poco de tranquilidad a la compañera que habló recién, por lo 
menos desde el punto de vista administrativo, que es lo que nos corresponde a nosotros a nivel de la 
Dirección Nacional. Se está trabajando al respecto. Ya tenemos el proyecto de ley que mencionamos en 
primera instancia y lo vamos a elevar al Ministerio del Interior. A partir de ahí ya es una decisión 
política y no nos corresponde opinar al respecto, pero estamos trabajando en lo que es 
administrativamente necesario. La doctora ya tiene hecho el proyecto final, así que no vamos a 
demorar tanto tiempo; vamos por buen camino tratando de colmar las aspiraciones de estas personas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de ustedes. No nos vamos a quedar solamente en el 
tema de la nota; también vamos a insistir en la invitación al doctor Héctor Suárez, Director Nacional 
de Sanidad Policial, que nos había confirmado su presencia y lamentablemente no concurrió. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Quiero hacer una corrección. El doctor Héctor Suárez no es el Director 
Nacional de Sanidad Policial; él es el Director del Hospital Policial. Son dos cosas distintas que están en 
el mismo lugar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias por la corrección. 


No solamente nos vamos a quedar con la nota sino que vamos a tratar de que acepten la invitación y 
concurran para tratar de acelerar los trámites. Sepan de la buena disposición de esta Comisión para trabajar, 
siendo sumamente comprensivos con vuestro planteamiento. 


(Se retiran de Sala las autoridades de la Dirección Nacional de Asistencia y Seguridad Social Policial y el 
Sindicato de Funcionarios Policiales de Montevideo) 


——- Vamos a invitar al Director del Hospital y al Director de Sanidad. Además, tanto el Inspector González 
como la doctora Bonano me sugieren invitar a un representante del ámbito político. Ellos proponen y yo lo 
comparto invitar al doctor Charles Carrera, Director General de Secretaría del Ministerio, porque conoce el 
tema. De acuerdo con lo manifestado por el Inspector y por la doctora Bonano, ellos se sintieron 
sorprendidos de que esta Comisión no le haya dado participación. 


SEÑOR OLIVERA.- Me da la impresión de que el Hospital Policial y el Director de Sanidad Policial, 
más allá de que brindaran algún dato, tienen poca injerencia en esta situación. Esta es una decisión 
política del señor Ministro y de las autoridades, algo muy por encima de una opinión, que puede ser 
muy válida. Se podrá tener una opinión favorable o contraria, pero la decisión será tomada por el 
señor Ministro. 


Me parece fundamental que se invite al doctor Charles Carrera, más que al Director de Sanidad Policial. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- No me parece mal que se invite nuevamente al Director del Hospital y a las 
autoridades del Ministerio. De todos modos, me gustaría retomar la propuesta de hacer una nota para 
expresar la urgencia. Lo digo, porque de la documentación que nos dejaron se desprende que hay 
voluntad expresa del señor Ministro del Interior de resolver el tema. 


Tenemos entendido que se pidió que se elaborara un proyecto de ley que debería estar llegando al señor 
Ministro, por lo que manifestó la gente de la Caja Policial y del sector de asistencia. Por lo tanto, creo que 
podríamos apoyar esta premura de modo de que se llegue a una rápida solución. 


A mi juicio, las autoridades de Sanidad Policial o del Hospital, cuando mucho, podrán dar los detalles de en 
cuántos casos se podrá probar la relación de dependencia, pero sería para cuando se apruebe el proyecto de 
ley. Se nos ha dejado la documentación y se nos dijo que había correcciones, pero no se nos detalló nada al 
respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto mucho de lo que dijo el señor Diputado Olivera. Quizás, podamos 
invitar el mismo día a la gente de Sanidad Policial y al Director Charles Carrera. Sugiero que cuando 
hablemos con el Director General de Secretaría, le digamos que también vamos a invitar al Director de 


Sanidad Policial. Vamos a enviar la versión taquigráfica a ambos organismos y también vamos a 
incluirla en la nota mencionada anteriormente. 


Se pasa a intermedio. 
(Ingresan a Sala representantes de FUECYS). 


—— La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a una delegación de FUECYS, 
integrada por los señores Alvaro González y Andrés Gómez. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- El planteo que venimos a hacer refiere a que la liquidación que hace el Banco 
de Seguros del Estado, que asciende a los dos tercios del sueldo, ajusta por el Índice Medio de Salarios 
cada cuatro meses, sin tener en cuenta los aumentos salariales que surgen de las negociaciones que se 
llevan a cabo en los Consejos de Salarios, que comenzaron a reunirse nuevamente en 2005. 


Esto quiere decir que si estamos en el Banco de Seguros del Estado y hay un aumento, no lo cobramos, pero 
la empresa sí hace los aportes correspondientes a ese incremento. Esto pasa en todas las ramas, no solo en la 
nuestra. 


Nosotros planteamos esto al Banco de Seguros del Estado y nos dijeron que la Ley N* 16.074 lo establecía de 
esa manera, y que la única forma de solucionarlo era mediante otra ley. 


En los documentos que traemos, detallamos todo lo expresado, a los efectos de ver qué posibilidades hay de 
aprobar una nueva ley. Sobre todo, planteamos que el dinero que aportamos que es mucho, el de todos los 
trabajadores que están en el Banco de Seguros no vuelve a los trabajadores. 


SEÑOR GÓMEZ.- Lo que marcaba mi compañero es que cuando el Banco empieza a pagar la renta, el 
punto de inicio es dos tercios del salario, pero luego, con el correr de los meses, al ajustarse por Índice 
Medio de Salarios, ya no es esa proporción. Entonces, si una lesión grave le impide a uno trabajar seis 
o diez meses, cuando está en la mitad de tiempo de recuperación de la lesión, ya estás cobrando muy 
por debajo de los dos tercios iniciales. 


Dentro de las conclusiones, proponemos como medida correctiva que se mantenga el actual sistema de 
ajustes por Índice Medio de Salarios, pero que se agregue un nuevo tipo de ajuste derivado de los Consejos 
de Salarios, a los efectos de que todo el tiempo se siga cobrando los dos tercios del salario. La idea es que 
existan las dos posibilidades, que el Banco pueda liquidar por ambos mecanismos y que se opte por el que 
sea más beneficioso para el trabajador. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Una de las cosas que no marcamos acá pero que estoy recordando ahora es el 
tema es que si hay retroactividad, también se aplique, porque las negociaciones colectivas no culminan 
de la noche para la mañana. A veces, llevan hasta cuatro o cinco meses, y el ajuste salarial es 
retroactivo. Doy un ejemplo: yo estuve un año y ocho meses en el Banco de Seguros del Estado y no 
pude cobrar incremento salarial surgido de ninguna de las negociaciones colectivas y perdí todas las 
retroactividades. Sin embargo, pedí el acta donde figuran las indemnizaciones de la empresa hacia el 
Banco de Seguros del Estado y los aportes por toda la retroactividad están hechos. El tema es que la 
plata se la queda el Banco. Si es un seguro del trabajador, debería ser un seguro completo, porque, en 
realidad, de seguro no tiene nada, ya que todos los trabajadores pierden la posibilidad de recibir 
mejores salarios por estar enfermos o por haberse lastimado en el trabajo. 


SEÑOR PUIG.- Quisiera hacer algunas preguntas. 


Queda claro el planteo en cuanto al desfase que se produce entre los dos tercios originales y la renta inicial, a 
partir de la forma de adecuación que se realiza en el Banco de Seguros del Estado. 


Acá han llegado algunos planteamientos de modificación de la Ley de Accidentes de Trabajo realizados por 
la Secretaría de Salud Laboral del PITCNT. Me gustaría saber si han llevado este planteo allí y si hay otros 
sindicatos trabajando en el tema. Quisiera saber si han realizado ese proceso, porque, de alguna manera, sería 


importante verlo en el marco de una modificación integral de una ley. Se está planteando la modificación de 
la Ley de Accidentes de Trabajo en la medida en que hay varias propuestas en ese sentido. Por lo tanto, sería 
bueno saber si esto queda integrado a un planteo de reforma general. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Sí, nosotros ya lo hablamos con los abogados de FUECYS. Se pasó a la 
Secretaría de Salud Laboral del PPI-CNT y se estaba tratando de hacer algo macro, porque esto no es 
para mí, para Juan ni para Pedro; tiene que ser general. Estamos esperando que nos convoquen a una 
reunión. Nosotros estamos haciendo la propuesta y estamos esperando que nos llamen para ver cuándo 
pueden recibirnos, pero lo mismo que tienen los señores Diputados acá lo van a tener ellos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos decirles que esto no caerá en saco roto. Seguramente, por tratarse 
de un planteo de índole legislativo, en la oportunidad que corresponda, la Comisión lo analizará y 
recabará asesoramiento, eventualmente, del PIT-CNT y de otros actores. 


La Comisión de Legislación del Trabajo agradece vuestra presencia. 
(Se retira de Sala la delegación de FUECYS). 
(Ingresa a sala una delegación de Unión Nacional de Trabajadores de Seguridad, UNATRASE). 


(Ocupa la Presidencia el señor Diputado Puig). 


SEÑOR PRESIDENTE (Puig).- Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a esta delegación de la 
Unión Nacional de Trabajadores de Seguridad, UNATRASE, integrada por los señores Juan del Valle, 
Ángel Amestoy y Daniel Delgado. Sabemos que los trabajadores de la seguridad atraviesan varias 
problemáticas algunas de las cuales ya se han planteado ante esta Comisión y para referirse a ellas les 
cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR DEL VALLE.- Como Secretario de Desarrollo Social de la Federación de Empleados del 
Comercio y dirigente de la Unión Nacional de Trabajadores de Seguridad, quiero agradecer a la 
Comisión que nos haya recibido. Traemos un material escrito que creemos que puede servir para 
introducirnos en el tema. 


SEÑOR DELGADO.- El material que traemos es bastante modesto en la medida en que no contamos 
con mucho tiempo ni recursos; en él hacemos una breve enumeración de aspectos de la seguridad 
privada del país y, fundamentalmente, de las normas que la regulan. 


Hacemos especial énfasis en hechos de público conocimiento ocurridos en el correr de este año relacionados 
con asaltos a instituciones financieras en los cuales tuvimos que lamentar la pérdida de vidas de trabajadores. 
A partir de entonces, como trabajadores, empezamos a recorrer una serie de instancias que pretendían que 
aquellos que desarrollamos esa tarea a diario seamos tenidos en cuenta para participar y opinar sobre los 
elementos que regulan la actividad del sector. 


Después de los graves sucesos mencionados, se elaboró un decreto que abarca a la actividad en las 
instituciones financieras. 


Planteamos tres elementos fundamentales que tienen que ver con la regulación del sector. Por un lado, está la 
minimización de los riesgos para el trabajador y el público en general; por otro lado, la capacitación de los 
trabajadores, y, por último, el alcance de la seguridad privada. 


En cuanto a la minimización de los riesgos, desde comienzos de año, desde los Consejos de Salarios, nos 
abocamos a que se proveyera a los trabajadores del sector de elementos de protección como chaleco 
antibalas. De hecho, la ausencia de ese elemento fue una de las razones por las que tuvimos que lamentar la 
pérdida de dos vidas humanas, la de Luis Alberto Moreira y la de Fabián Correa, que recibieron impactos de 
bala en el torso y perdieron la vida. El Decreto 346/11 hace obligatorio el uso de chalecos antibalas, pero, a 
nuestro juicio, no con la precisión que debería; en la interpretación más ajustada, parece que se está 
eludiendo la puesta en práctica de esa medida. 


Nosotros entendemos que los chalecos antibalas son elementos de seguridad personal como cualquier otro, 
como el calzado o el casco en la construcción; sin embargo, los empleadores lo están proporcionando por 
arma y no por trabajador. Hay una diferencia sustancial respecto al elemento de protección personal. Además, 
hay cuestiones de talles y toda una serie de problemas que tienen que ver con el tema. 


En cuanto a los cursos de capacitación, en teoría, el decreto también introdujo una nueva forma de hacerlos, 
pero no se ha puesto en práctica; la propuesta era bastante ambiciosa, pero se ha demostrado lo inviable de su 
realización. Los trabajadores hemos hecho alguna propuesta alternativa sobre la carga horaria y la temática 
de los cursos repartiéndola en módulos para que sea más accesible la fuente de trabajo y la capacitación 
constante. 


En cuanto al último elemento, el del alcance de la seguridad privada, nosotros tenemos una posición bastante 
clara en cuanto a que corresponde solo al interior de los locales. Tenemos una problemática que no ha sido 
resuelta por el decreto, que deja un vacío. La seguridad privada se ha extendido fuera de los locales y 
tenemos trabajadores en la vía pública, lo que acerca la fuente de riesgo al trabajador. 


Hemos tenido dos reuniones con el organismo que regula la reglamentación de la prestación de servicios de 
seguridad privada del Ministerio del Interior, una el 11 de mayo y otra e 1* de julio, y no hemos logrado la 
instalación de un ámbito que es el que pretendemos recrear con la participación y el apoyo de ustedes para 
que quienes llevamos adelante la tarea podamos dar nuestra visión y tener incidencia en el desarrollo de las 
cosas 


Supuestamente, con el decreto, estamos ante una situación nueva, pero, en la práctica, todavía no se ha 
consolidado y estamos buscando caminos de participación porque creemos que tenemos elementos para 
aportar a la mejora de la seguridad pública y el rol de la seguridad privada. 


SEÑOR AMESTOY.- Como ya se dijo, a raíz de los sucesos mencionados, el Ministerio emitió un 
decreto que establece la obligatoriedad del uso del chaleco antibalas y otras medidas de seguridad, 
básicamente, en el área financiera. Nosotros planteamos que los elementos de seguridad tienen que ver 
con el trabajador y no con el lugar donde trabaja, porque el riesgo de portar un arma es exactamente 
el mismo si está en un banco o en una empresa. En la reunión con el Ministerio del Interior, 
planteamos que a cada trabajador que usa un arma, al menos, se le debería proveer de un chaleco 
antibalas. Se planteó que podría emitirse un decreto en ese sentido, pero hasta ahora, no se ha hecho, y 
nos preocupa, porque hemos tenido otros compañeros lastimados fuera del área financiera. 


Por otra parte, históricamente, los cursos de capacitación eran de veinte horas, pero el decreto del Ministerio 
establece noventa y ciento veinte horas. Las empresas plantearon temas de costos y nosotros propusimos al 
INEFOP para brindar esa capacitación; si bien en principio la Cámara de Comercio no las empresas del 
sector estaba afín a esa propuesta, hasta ahora, no se ha concretado. Lo cierto es que tenemos reuniones 
bipartitas con las cámaras empresariales y se elaboraron borradores con el Ministerio del Interior; las cámaras 
llegaron a plantear sesenta horas, pero fuera del INEFOP, y este tema nos preocupa. 


En lo que tiene que ver con el desarrollo de tareas en la vía pública, podemos decir que el último compañero 
murió en la zona de la comercial. Hemos hecho un planteo a las empresas y al Ministerio del Interior porque 
entendemos que la vía pública es terreno exclusivo de la policía; de lo contrario, estaríamos abriendo las 
puertas a la privatización de la seguridad, cosa que rechazamos definitivamente. Sin embargo, por la vía de 
los hechos esto, sigue sucediendo. Hoy hay planteos para que estemos en los espectáculos públicos, más 
concretamente, en el fútbol. 


La seguridad privada se maneja, básicamente, por decreto, porque hay muy poca legislación. Hay un decreto 
muy viejo que inició el tema de la seguridad privada y deja todo bastante en suspenso. Algunos 
representantes de las cámaras han planteado su preocupación al respecto porque, obviamente, cuando 
suceden cosas, es un dolor de cabeza para las empresas, pero mientras las siguen contratando, brindan el 
servicio. 


Desde los últimos Consejos de Salarios, creamos dentro de nuestro convenio una comisión bipartita que 
podía tener la participación del RENAEMSE Registro Nacional de Empresas de Seguridad, que regula el 
sector para juntarnos con los empresarios en forma continua, sobre todo hoy, con la ley de negociación 


colectiva; sin embargo, ha sido imposible, porque las empresas no han querido invitar a RENAEMSE a 
participar de las reuniones. 


Hemos tenido reuniones por separado con el Ministerio del Interior y con las empresas. Notamos que el 
Ministerio no ha tenido la misma relación en frecuencia y en coordinación con los trabajadores que con las 
empresas y se lo manifestamos. Las empresas no han tenido voluntad de que nos juntemos las tres partes para 
establecer determinadas reglas de juego que, al no haber una ley, deben salir por acuerdo. Nuestra primera 
intención es enterar al Parlamento y pedirle que converse con las partes para acercar al Ministerio del 
Interior, a los trabajadores y a las empresas y se creen ámbitos de discusión. 


Los señores legisladores sabrán cómo subsanar en forma definitiva los vacíos legales y, sobre todo algo que 
nos preocupa mucho como trabajadores, que no queden puertas abiertas para que se privatice la seguridad. 
De alguna manera, se deben poner frenos legislativos para que la vía pública siga siendo terreno de la policía. 


SEÑOR DEL VALLE.- Desde el primer momento sabíamos que no íbamos a lograr una solución al 
problema porque no la tiene. Lo que buscábamos era minimizar los riesgos para el trabajador durante 
el cumplimiento de su función. Lamentablemente, estas dilaciones han dado como resultado que 
sigamos contando compañeros muertos. La situación es terrible. 


La cámara de las empresas de seguridad está de acuerdo con el uso del chaleco y con lo que dijimos sobre la 
presencia del guardia en la vía pública por el alcance que tiene. Fin Tenemos claro que eso corresponde a la 
Policía; no hay vuelta. De esta forma se aumentan los riesgos del guardia de seguridad 


El chaleco no se ha dado por un tema comercial; siempre hemos terminado en una ecuación económica 
respecto a cuánto sale, a si hay que importarlo, etcétera; esos fueron los argumentos de las cámaras de 
empresas y dilató la solución. Pero la cuestión es que el tiempo sigue pasando, y en cualquier momento, 
como ocurrió en la sede de COSEM de Avenida Italia, un guardia puede ser lesionado cumpliendo su trabajo. 
Mencionamos los casos más graves, como el de Moreira y el del compañero de La Comercial, pero ha habido 
una cantidad de agresiones a guardias de seguridad. Tenemos claro que hay algo que tiene que ver con el 
trabajo en la vía pública. Es necesario contar con todos los insumos de protección para cumplir con la 
función, como el chaleco antibalas, y es necesario contar con una capacitación. Hoy mencionaban el tema del 
INEFOP, que fue muy bien visto en todos los ámbitos, inclusive dentro de la central de trabajadores y de las 
cámaras de empresas, pero toda esta dilatoria puede provocar que caiga otro compañero en la calle; corremos 
riesgo. Estamos tratando de reunirnos, de expresar nuestras voluntades, de buscar soluciones. Tienen que 
estar los actores, el Ministerio del Interior como ente que normatiza, las empresas y los trabajadores, que 
tienen que aportar lo suyo a través de su experiencia en el cumplimiento de la función. Sinceramente, les 
agradecería que vieran cómo podemos juntar estas partes y empezar un diálogo que tenga que ver con la 
seguridad laboral en esta área para nuestros trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A partir del planteamiento de los trabajadores, hemos tenido el conocimiento 
de la precarización del trabajo en esta área. Hay trabajadores que realizan su actividad en la vía 
pública en condiciones de total precarización, sin elementos de protección personal, sin elementos de 
protección para el trabajo a la intemperie; hay numerosas situaciones de este tipo. Ustedes están 
planteando en primer lugar un ámbito de negociación en el que puedan analizar las condiciones de 
trabajo con las empresas y con la dependencia que regula esta actividad. Al mismo tiempo, a partir de 
un hecho lamentable, como fue la muerte de un trabajador del área de seguridad, a través de la 
participación de ustedes como sindicato, de AEBU y del Ministerio del Interior se iban a lograr 
mecanismos que permitieran mejores condiciones de trabajo. Sin embargo, ustedes plantean que con 
posterioridad a ese hecho no han podido contar con este asesoramiento y mucho menos hacer la 
negociación 


Están planteando básicamente tres elementos: el acceso a los chalecos antibalas, la capacitación y definir 
claramente que el trabajo en vía pública pertenece a la Policía Nacional, porque de lo contrario se 
incrementan los riesgos y se confunde todo en el plano de la seguridad y en cuanto al papel que tiene 
asignado la Policía. 


La Comisión en primer lugar va a tratar de convocar conjuntamente al Ministerio del Interior y a las 
empresas a fin de instalar un ámbito de negociación, al que ustedes van a poner el contenido. Me parece que 
es fundamental que se escuche a los trabajadores, ya que tienen experiencia en esta área. Asimismo reclaman 
que se provea de chalecos antibalas no solamente a quienes trabajan en las entidades bancarias sino al 
conjunto de trabajadores que realizan ese tipo de tareas. 


Cuando las empresas plantean las dificultades en cuanto a los costos, en la medida en que hay un decreto que 
está vigente, ¿qué mecanismos de contralor se están realizando por parte del Ministerio o del Registro 
Nacional de las Empresas de Seguridad para hacer que esto se cumpla? ¿Efectivamente hay un control? 
Estamos hablando de elementos de protección de la vida cuando ha habido muerte de trabajadores; entonces: 
¿qué mecanismos de control se realizan? 


SEÑOR AMESTOY.- La realidad es la siguiente. En Montevideo, específicamente en los bancos, 
prácticamente todos los compañeros están con chaleco antibala. Tenemos la contradicción de que, a 
raíz de esto, han puesto trabajadores en la puerta, cosa que antes no se hacía. Por un lado cumplen y 
por otro agravan la situación. 


En las casas de cambio y demás, que incluye el decreto, el cumplimiento es absolutamente irregular. Algunas 
lo cumplen el chaleco ha sido comprado por las empresas financieras; no importa quién lo compre y, en otras, 
la situación sigue exactamente igual. En el interior de la República los trabajadores no tienen chalecos 
antibalas; prácticamente no hay en los bancos. Por otro lado, hay algunas empresas, fuera del área financiera, 
que han provisto de chaleco a sus trabajadores aunque no están obligadas. 


Por lo tanto, el decreto no se está cumpliendo. RENAEMSE ha planteado no tener los suficientes inspectores 
para poder constatarlo. En la última reunión con las cámaras, planteamos que a partir del 1* de octubre 
íbamos a empezar con las denuncias puntuales de los incumplimientos que viéramos ante los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social y del Interior: empresa tal, casa cambiaria tal, denuncia presentada y demás. 
Vamos a llenar la RENAEMSE de papeles y de expedientes; eso lo tenemos claro. 


La facultad inspectiva no se cumplió durante un período. Hubo un período de gracia en el que las empresas 
plantearon la dificultad de las importaciones y demás, pero ya van casi cinco meses; hoy no existen excusas 
para no cumplir con el decreto. El decreto está vigente y se está violando, tanto en lo que tiene que ver con el 
chaleco antibala como con el curso de capacitación. RENAEMSE sabe perfectamente que las empresas 
siguen con las veinte horas de capacitación, porque ha habido alguna experiencia piloto, pero la dejaron por 
ahí. Tienen costo y lo que sea, pero hay un decreto vigente y no se cumple. Con inspecciones o sin 
inspecciones, sigue sin cumplirse. RENAEMSE dice no tener los suficientes hombres como para 
inspeccionar todos los puntos del país. A nivel del interior coordina con las Jefaturas departamentales, que 
sencillamente hacen la coordinación. 


Tal como dije anteriormente, también nos preocupa que en los bancos del interior no haya chalecos antibalas 
y que el cumplimiento no se dé. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Uno ve en la vía pública a trabajadores de seguridad portando armas de 
grueso calibre. Quería saber si hay niveles adecuados de capacitación para el uso de esas armas, 
porque es algo que tiene que ver no solo con la seguridad de los trabajadores sino con la de la 
población en general. 


SEÑOR DELGADO.- Suponemos que a lo que hace referencia el Diputado es básicamente al 
transporte de valores. Está regulado. El uso concreto de armas de fuego refiere a calibre 38 y 9 
milímetros en armas cortas y escopeta calibre 12 milímetros en armas largas. Las armas largas son 
autorizadas solamente para transporte de valores. En teoría sí hay regulación, pero no sabemos los 
mecanismos de contralor que efectivamente realiza el Ministerio del Interior. Nosotros hicimos una 
propuesta concreta al señor Ministro no se las adjuntamos a ustedes, pero si logramos ese ámbito 
puede haber intercambio de documentación y le expresamos que el trabajo de la seguridad privada 
tiene tres niveles. En primer lugar, está el de la selección del personal. Es llamativo que el propio 
Director de RENAEMSE diga que más del 50% de quienes se presentan a ocupar cargos en la Policía 
Nacional pierden el test psicológico. Sin embargo, la no aprobación del personal de seguridad privada 


es muy ínfimo. Obviamente, hay una diferencia de metodología que no entendemos mucho, más allá de 
la diferencia que puede existir en la función, que en definitiva queda limitada a desempeñarse en la vía 
pública o en un lugar privado. 


En segundo término, está la capacitación. Una cantidad de empresas está habilitada para dar sus propios 
cursos. El Ministerio provee el programa, pero no es quien da los cursos, son las empresas. Por último, la 
aprobación es de la propia empresa. No existe el contralor de un tercero imparcial como puede ser el propio 
Ministerio en el proceso y en ninguna de las partes. Se limitan a recibir la documentación que viene de la 
empresa, que selecciona, capacita, da como bueno y solicita la habilitación. Entendemos como trabajadores 
que el tema de la seguridad es muy particular, como tantos otros. Reclamamos un ámbito como otros sectores 
de la actividad han logrado, por ejemplo, los trabajadores de la construcción donde todas las partes 
involucradas puedan buscar en conjunto solución a situaciones que no están del todo claras. 


En lo que tiene que ver con la línea entre seguridad privada y seguridad pública, el Decreto N* 346/11 
habilita la posibilidad de un patrullaje dinámico que inclusive pueden hacer las propias empresas de 
seguridad. Eso no queda debidamente clarificado ni sabemos cuál es el alcance, y justamente hace lo 
contrario a lo que nosotros pretendemos: pone al trabajador en la calle realizando una tarea que debería ser 
realizada por la Policía Nacional. Nosotros buscamos un marco para regular esta situación y queremos 
aportarlo en el ámbito que se nos brinde. 


SEÑOR DEL VALLE.- Recuerden que el control de esto lo hacen las propias empresas de acuerdo a la 
cantidad de trabajadores que necesitan; lamentablemente eso es así. 


Ustedes saben que esta actividad creció en unos quince años; ex militares y ex policías empezaron a trabajar 
en el rubro, así como también lo hizo aquella gente que no podía entrar en el circuito laboral por su edad. Por 
lo tanto, se generó con ese tipo de trabajadores, aunque hoy esto ha cambiado; hay mucha gente joven 


Son las propias empresas las que definen si un trabajador entra al circuito de seguridad o no, lo que implica 
que si la empresa necesita cincuenta personas, seguramente pasarán por el test psicológico esos cincuenta. Se 
trata de algo netamente comercial. Hoy hablaba de la famosa ecuación económica; para los chalecos, hay una 
ecuación económica, que tiene que ver con el costo, los tiempos, etcétera. Para la capacitación y para hacer 
un test psicológico, también hay una cuestión comercial. Recién ahora con toda esta movida, hemos logrado 
que el Estado sea el que testee todo esto. Evidentemente, la puesta en práctica es bastante complicada porque 
el Ministerio mencionó en sus reuniones la falta de estructura para hacer esa tarea. Por eso sale el decreto que 
tiene que ver con los chalecos para el área financiera y con la capacitación. 


Por ejemplo, en el área comercial, la capacitación es de veinte horas para el guardia sin armas y de veintiocho 
horas para el guardia con armas; el Ministerio planteaba noventa y ciento veinte horas. Si volvemos a 
considerar que a este sector vienen trabajadores que no consiguen trabajo en otros lugares, es imposible que 
una persona deba esperar casi quince días, tomando clases, para ingresar a una empresa de seguridad. Eso fue 
lo que planteamos a la empresa y por ello se paró un poco el planteo del Ministerio. Luego ingresamos a la 
bipartita para conversar el contenido porque no solo se trata de las horas. Se busca algo efectivo, que tenga 
que ver con el procedimiento de un civil no debemos olvidarlo en situaciones extremas. 


La idea era que esta cuestión fuera reglamentada a través del Estado. ¿Por qué? Porque si la reglamentan las 
empresas desde su punto de vista comercial, solo se cubrirán las vacantes que se necesiten. 


SEÑOR AMESTOY.- Cuando empezamos estas conversaciones a principio de año con la RENAEMSE, 
a raíz de algunas intervenciones que hubo en una reunión grande de la que participaron bancos, 
empresas, etcétera, se nos planteó que la actividad de la respuesta de alarma hablo de la seguridad 
electrónica, cuando un cliente contrata un sistema de alarma y los móviles de las empresas van a 
constatar los disparos era ilegal. Se nos dijo que verificar el disparo de una alarma era terreno de la 
Policía Nacional. Sin embargo, todos sabemos que desde hace muchísimos años eso sucede y que hay 
miles de trabajadores y cientos de móviles que cumplen esa función. Inclusive, en el sector hay un 
convenio específico de seguridad electrónica, con laudos, categorías, descripción de tareas, cómo se 
debe entrar a los domicilios, etcétera. El Ministerio del Interior planteó que eso era ilegal ya lo sabe 
desde hace tiempo y ahora tenemos un problema porque hay miles de trabajadores haciendo esa 


función. Sin embargo el propio Ministerio, en su decreto, habla del patrullaje dinámico. Entonces, por 
un lado no es legal pero, por otro, habilitamos el patrullaje dinámico. Al no haber legislación en la 
materia, sucede esto; los decretos van en función del momento en que se hacen y no quedan firmes los 
alcances. 


En cuanto al tema de la capacitación, no nos negamos a que sean noventa o ciento veinte horas; habíamos 
planteado que fuera por trimestres. Evidentemente, un trabajador ingresa con lo básico, sin armas, y después 
se va capacitando, desarrollando tareas más complejas. Si tomáramos como ejemplo el Ministerio de Salud 
Pública, un auxiliar de enfermería puede hacer su curso en el instituto oficial o en uno privado. Es el mismo 
programa para todos, pero la capacitación final y la práctica se hace en los hospitales públicos. El Ministerio 
de Salud Pública avala que ese enfermero efectivamente está capacitado para trabajar como auxiliar de 
enfermería, Ordenanza N* 930. 


En este caso, existe un programa realizado por el Ministerio del Interior, existe el instituto oficial de 
capacitación, pero también existen los privados que, en teoría, cumplen con el programa pero son ellos 
mismos los que toman los exámenes. Son ellos mismos los que dicen que el guardia está habilitado y nadie lo 
controla. Simplemente, el Ministerio del Interior registra que la empresa dijo que tal persona hizo el curso, 
que lo cumplió y que lo aprobó. Y ese compañero tiene armas. Además, no solo ha habido homicidios sino 
suicidios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay tres Cámaras que agrupan a las empresas de seguridad. Vamos a pedir 
los datos para que en la conformación del ámbito de discusión podamos convocarlas. La idea de la 
Comisión es ayudar a la constitución de ese ámbito y no opinar sobre las características. Será una 
negociación tripartita entre el Ministerio con la RENAEMSE, los trabajadores y las Cámaras. Vamos a 
hacer el esfuerzo por que se convoque ese ámbito y para que sea efectivo. 


SEÑOR AMESTOY.- Quiero señalar que UNATRASE estuvo trabajando en un proyecto de ley que 
vamos a presentar al Parlamento sobre el tema de la nocturnidad. Estuvimos esperando a que 
terminara el congreso del PIECNT. Sabemos que la Central lo recogió en su plataforma. Cabe 
destacar que este es uno de los pocos sectores que quedan sin legislar. Como el Convenio de la OTT 
plantea, en caso de no haber acuerdo deberá legislarse en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un tema que corresponde a esta Comisión y con gusto lo recibimos. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


